
JUZGADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NUMERO 
3 DEALMERlA 
Procedimiento abreviado 1032/2014. Negociado: 3E 

SENTENC IA N' 658/15 

En Ahnería, a dieciséis de Octubre de dos mil quince. 22 OCT 1015 

Vistos por mí, Oña. Ana Fariñas Gómez, Magistrada-Juez de l Juzgado Contencioso
Administrativo número 3 de Almeria y su partido, los presentes autos de Procedimiento Abreviado, 
seguidos en este Juzgado bajo el número 1032/14, a ins tancia de D. JUAN JOSÉ VALVERDE 
ROMERA, representado y asistido por el Letrado D. Francisco Rodríguez Ferrer, contra el 
SERV ICIO ANDALUZ DE SALUD. representado y asist ido por la Sra. Letrada del SAS, en 
materia de PERSONAL 

ANT ECE DENT ES DE HECI·IO 

PRIM ERO,- Por el Letrado D. Francisco Rodríguez FeITer. actuando en nombre y 
representac ión de D. Juan José Val verde Romera. se interpuso recurso contencioso-administrat ivo 
frente a la desestimación presunta, por silenc io administrativo. de su solicitud de reconocimiento 
del nivel 11 de carrera profesional. recurso que fue turnado a este Juzgado. con base a los hechos y 
fundamentos de derecho que en el mismo se exponen. y tenninaba so lici tando que se dictara 
Sentencia confonne al suplico de la misma. 

SEGUN DO.- Admitida a trámite la demanda, se convocó a las panes a la preceptiva vista 
en fecha de 5 de Octubre de 2015, vista que fue recogida en medio apto para su grabación y 
reproducción, y en la que la pane actora se ratificó en su escri to de demandada, procediendo 
posteriormente la Adm inistrac ión demandada a contestar a la mi sma. Con relación a las pruebas, 
ambas panes so licitaron la rep roducción del expediente administrativo, prueba que fue admit ida, y 
una vez formu ladas las conclusiones, quedaron los autos pendientes de la presente resolución. 

En hl tram iUición del prescnte procedimiento se han observado todos los preceptos y 
prescripciones legales. 

FUNDAMENTOS DE DEREC HO 

PRIMERO.- Es objeto del presente recurso contencioso-administrativo la desestimación 
presunta, por silencio admi nistrativo. del recurso de alzada interpuesto por e l recurrente relativo al 
reconocimiento del nivel 11 de su carrera profesional. La Administrac ión demandada se opone por 
varios motivos que serán expuestos de fomla separada para mayor claridad cxposi ti va. 

SEGUN DO.- En primer lugar, alega la Administración demandada la concurrencia de la 
causa de inadmisibilidad prevista en el ano 51.1.d) LJCA, relativa a la c:tducidad del plazo para la 
interposición del presente recurso contencioso-administrativo. Así, ent iende la Adminjstrac ión 
demandada que dado que el caso de autos el presente recurso contencioso-admi nistrat ivo tiene por 
objeto una desestimación presunta por silencio administrat ivo del recurso de alzada interpuesto por 
el recurrente. habría transcurrido el plazo regulado en los arts. 46 LJ CA y 115 .2 de la Ley 30/ 1992, 
por euanto que el recurso dc alzada se interpuso el d ía 24 de Enero de 20 13, habiéndose interpuesto 
el presente recurso contencioso-administrativo el día JO de Septiembre de 2014, por lo que ha 
transcurrido el plazo semestral del ano 46 LJCA, en relación con el ano 11 5.2 de la Ley 30/1992. 

El Tribunal Constituc ional ha contemplado de manera específica la caducidad de la acc ión 
en relación con la impugnación en vía contencioso administrativa de las desestimaciones presuntas 
o por s il encio admin istrativo, elaborando un cuerpo de doctrina, a panir de la sentencia 6/1986, de 
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21 de enero, ratificada por otras posteriores (SSTC 204/1987, de 21 de diciembre; 63/1995, de 3 de 
abril; 188/2003, de 27 de octubre, y 220/2003, de 15 de diciembre), doctrina que se recoge y ordena 
de manera completa en la sentencia 14/2006, dc 16 de enero, y que se sintetiza en la Sentencia 
39/2006, de 13 de febrero, en los siguientes términos: "la doclrina indicada pone de que el silencio 
adminislralivo es lino mera ficción legal para que el adminislrado pueda, previos los recursos 
per¡inenles, llegar a la vía jlldicial y superar los efectos de la inaclividad de la AdminisTración y 
parte, asimismo, de que no puede calificarse de razonable una interprewción que prime esa 
inactividad y coloque a la Administración en mejor siluación que si hubiera efectuado una 
notificación con todos los requisitos legales (SSTC 611986, de 21 de enero; 20-1/ 1987, de 21 de 
diciembre; 180/1991, de 23 de septiembre; 29-1/ 199-1. de 7 de noviembre; 3/2001, de 15 de enero, y 
179/2003, de 13 de oClllbre), para colllinllor entendiendo que, ante una desestimación presUnla, el 
ciudadano 110 puede eslClr obligado a recurrir en IOdo caso, so pretexto de convenir su inactividad 
en conse11limiento del acto presunto, imponiéndole IIn deber de diligencia que no le es exigible a la 
Adminislrclción. y cone/ui¡; en definitiva, que dedllcir de esle comporlClmiento pasivo el referido 
consenlimiento con el contenido de un acto admillistrativo en realidad no producido -recuérdese 
que el silencio negativo es /0/(1 mera ficción con la finalidad de abrir la vio jurisdiccional ante el 
incumplimie11l0 por la Administración de su deber de reso/l'e/" expresameme- supone una 
interprelClción absohllomente irrazonable, que choca /ronlalmente con el derecho a la tlllela 
judicial efectiva sin indefensión (art, 2-1.1 CE ) en su vertieme de acceso a la jurisdicción (SSTC 
188/2003, de 27 de octubre. y 220/2003. de 15 de diciembre, y las en ellas ciwdclSj. Y sabido es 
que, aun wando el fema de la caducidad de las acciones cOl1Stiluye en principio un problema de 
legalidad ordinaria que corresponde resolver a los órganos jlldiciales ex arl. /17.3 CE, adquiere 
dimensión conslilllcional cuando, conforme se sostiene en las Senlencias ciladas, la decisión 
judicial supone la inadmisión de una demanda como consecuencia de /111 error palenle, /lna 
fimdclIl1emaci6n irrazonable o arbilraria y, consec:uentemente, el cercenamiento del derecho 
fimdame11lal a obtener ItnU resoluci6n de fondo suficientememe mOlil'ada que deseche cualquier 
inlerpreración rigorista y de!Jproporcio/1l1da de los requisitos legalmeme esltlblecidos para el 
ejercicio de la acción afile los Tribunales". A tal efecto conviene señalar que la indicada sentencia 
14/2006 precisa, por referencia a la 220/2003, que aunque las resoluciones judiciales declararan la 
caducidad de la acción contencioso administ rativa mediante una interpretación razonada de la 
norma aplicable que no puede calificarse como arbitraria, "ello no significa que dichu 
inlerpretaci6n no suponga /lna vulneraci6n del derecho fill1damental reconocido en el CII'I. 24.1 CE, 
hahida cuenta que, si el canon de constitucionalidad aplicable al presente caso no es el de la 
arbilrariedad, propio del control de las resoluciones judiciales obstativas del acceso al recurso, 
sino el de la proporcionalidad, que margina aquellas interpretaciones que por Sil rigorismo, 
formalismo excesh'o o desproporción se convierran en WJ obstáculo injustificado del derecho a que 
IIn órgano judicial resllcl\'a sobre el fondo de lu cuestión a él sometida, debemos conclu;r que la 
exégesis que aquella incorpora a S/l fimdamenllldón ha desconocido la obligada observancia del 
principio pro aClione en el acceso a la jurisdicción, así como las exigencias que, con carácter 
general, se derivan del 01'1. 2-1.1 CE en relación con el orden de lo cOl1lencioso-administrativo, qlfe 
ya no puede ser concebido COII/O un cauce jurisdicciO/wl para la prolección de la sola legcllidad 
objetiva o, si se prefiere. como 11/1 proceso al aclO, sino, fimdamenllllmente, como una VÍlI 

jurisdiccional para ICI efectim flllela de los derechos e imereses legítimos de la Administrución y de 
los administrados (STC 86/ 1998, de 21 de abril) (. .. ) Y eJJo porque, como ya hemos renido 
oporllmidad de afirmar, la omisión de UIl prommciamiemo sobre el fondo, imp/llable a la Sentencia 
objero de eSIll queja, desvimia la finalidad de la insti/Ución del silencio administrativo, por cllanto 
transforma en lino posición procesal de venia jo lo que es, en Sil origen. el incumplimienlO de /1fT 

deber de la Administración, como el de dar respuesta expresa a las soliciludes c/e los ciudadanos 
(art. 9-1.3 de la aplicable LPA, y CIrI. -12. / de la vigel1le Ley 30/ 1992), permiliendo de lal modo que, 
pese a la persistenfe negativa () resistencia a tal deber por parle del ente público, éste quede 
inmune al control jurisdiccional plenario que viene exigido por el arl. 106.1 de la Constitución. Se 
produce, así, la demmci(ula lesión del derecho del demandante a la lutela judicial efectiva sin 
indefensión proclamado por el art. 2-1.1 de la Norma suprema, en Sil más primaria o genuina 
manifestación, cual es la del acceso a la jurisdicción, señaladamente para anicular la defensa del 



ciudadano freme a los poderes públicos (STC -18/ 1998 . FJ 3.b). lo que conduce derechamente a la 
e;7imación del amparo' (SSTC 86/1998, de 21 de abril, F./ 7 ; Y 188/2003, de 27 de oClllbre, FJ 7)". 
Finalmente. dicha sentencia ailadc que "no puede calificarse de interpretación más favorable a la 
eJectividad del derecho Jundamental aquélla que compurCl el plazo para recurrir contra la 
deses/imación presunW del recurso de reposición como si se hubiera producido una resolución 
expresa notificada con IOdos los requisitos legales. cuando. como se ha dicho cm/es, caben otras 
imerprelaciones que, en último termino. evi/en la con/radicción y posición contraria al principio 
pro a,·tione que mpone admilir que las notificaciones deJecfllosas -que implican el cumplimiento 
por la Administración de su obligación de resolver expresamenfe- puedan surtir eJectos "0 partir de 
la fecha en que el inreresado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y 
alCClnce de la resolución o aCfO objeto de la IlOlificación o resolución, o illferponga cualquier 
recurso que proceda" (art. j8.3 LPC), esto es, sin consideración a plazo alguno, y sin embargo, en 
los casos en que la Adminislración ha incumplido tolO/ y absolutameme su obligación de resolver, 
como son los de silencio con eJeClo deseslimalOrio, imponer sin otra consideración el cómpulO del 
plazo para acceder a lajllrisdicción a partir del dia en que. de acuerdo con la normariva especifica 
qlle resulte aplicable, se entienda presllnfameme desestimada la petición o el recurso pOlestalivo de 
reposición -arl. -16, apartados I y -1. LJAC- ". 

La aplicación de esta doctrina al presente caso lleva necesariamente a la desestimación de la 
causa de inadmisibilidad alegada por la Administración dcmandada, 

T ERCE RO.- La segunda cuestión que plantea la Administración dcmandada es la relativa 
al carácter del silencio udminist ra tivo, ya que ésta niega que se haya producido, cucstionándose su 
carácter cn el caso de que así fuera. 

A este respecto, y en primer lugar, debe destacarse que, con independencia del carácter que 
se quiera atribuir a este silencio, en el presente caso hay una ac tuac ión administrativa impugnable, 
As í. si se est imara que el silencio aquí tratado es positivo, la actividad a impugnar en tal caso sería 
la inejecución ex arto 29,2, mientras que si el sentido del mismo es desestimalorio, sería objeto de 
impugnación tal desestimación presunta, 

y este último es el scntido que debe otorgarse al silencio. ya que el recurrente presenta una 
reclamación de gestión de personal. en cuanto a la categoría profesional como personal estatutario, 
n la que unuda una reclamación económica consecuencia del reconocimiento pretendido, luego dos 
serían las cuestiones a resolve r: si procede lal reconocimiento y, en caso afinnativo, si procede la 
cantidad reclamada. Así las cosas, el arto 2 del Real Decreto 1777/1994, de 5 de agosto, de 
adecuación de las nomlas reguladoras de los procedimientos de geslión de personal a la Ley 
30/ 1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, en su apartado k) establece "las soliciwdes formuladas en 
los siguiemes procedimientos adminislrativos de geslión de persone,l se podrán entender 
desestimadas una I'e= IransCllrridos, sin que se hubiera dictado resolución expresa, los plazos 
máximos de resolución sel)al(ldos a COnlimwción: k) Cualquier Ofro procedimiento, no incluido en 
el aparlado J del artículo 3 de eS fe Real Decreto. cuya resolución implique eJeclOs económicos 
actl/ales o pueda producirlos en cualquier ot/'O momento: El plazo de resolución de estos 
procedimientos será el sel)alado en Sll norm(lfiva e!1pecifica y, en Sil deJecto. el general de Ires 
meses previsto en el (11'1. -12.2 de la Ley 30/ 1992 "; de este modo. no siendo ninguno de los supuestos 
del arto 3.1 del RO, y siendo incuestionable no solo la pretensión de reconocimiento de categoría 
porfesional que de forma expresa se articula. si no los efectos económicos que conllevarían la 
est imación del recurso y cJ consecuente reconocimiento del nivel pretendido, el silencio ha de ser 
entendido desestimatorio, 

CUARTO.- Entrando ya en el fondo del asunto. considera la Administración demandada 
que no procede el reconocimiento de categoría profesional instado por el recurrente, alegando, en 
primer lugar, que las Resoluciones de 29 de Octubre de 2008 y 30 de Abril de 2009, por las que se 
regulan tos procesos de certifi cación de los distintos niveles de categoría profesional han sido 
an ulados, en lo que se refiere a ciertos epígrafes, por la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de 
Marzo de 2012, alegando as imismo que tras la en trada en vigor del ROL 20/2011, de 30 de 



Diciembre y la LO 2/2012, de 27 de Abril, quedan sin erecto los incrementos de las retribuciones 
inherentes al reconocimiento de un ni vel superior en la carrera profesional. 

A este respecto. no puede sino acogerse el criterio mantenido por la STSJA de 15 de Octubre 
de 2014, debiendo destacarse que la STS de 12 de Marzo de 2012, en la que se ampara la 
demandada. sólo supone la anulación de los preceptos correspondientes a las comisiones dc 
valoración, manteniéndose vigentes, por tanto las restantes disposiciones en materia de carrera 
profesional. Por tanto. manteniéndose la vigencia del modelo de carrera profesional contenido en 
las Resoluciones de 29 de Octubre de 2008 y 30 de Abril de 2009, y habida cuenta que la 
Administración se encuentra vinculada a la legalidad. debiendo cumplir sus propias nonnas, no 
puede por vía de hecho suspender e inaplicar el ordenamiento jurídico vigente , lo que, traducido al 
presente supuesto. detennina que la Administración demandada no puede paralizar los procesos de 
de reconocimiento de niveles, como aquí ha sucedido, máxime si se tiene en cuenta que 
transcurridos tres alias sede el dictado de la meritada Sentencia por parte del Tribunal Supremo, no 
se ha llevado a cabo, por parte de la administración, actuación alguna tendente a la modificac ión de 
las comisiones de valoración, para su adaptación a la Ley 44/2003, de 21 de Noviembre, de 
ordenación de las profesiones sanitarias, cuya nulidad fue acordada por la antedicha Sentencia. 

Por otro lado, y con lo que respecta a las aludidas restricciones presupuestarias, no queda 
acreditado que el modelo de carrera profesional contradiga el Decreto Ley 1/2012, ni que dicho 
Decreto suspenda o deje sin efecto en modo alguno e l acuerdo de carrera profesional , suponiendo la 
inactividad de la Administración en esta materia una efectiva restricción de los derechos 
económicos de los profesionales. 

QUINTO.- Todo lo expuesto conlleva la estimac ión del recurso interpuesto, desest imando 
asimismo las causas de inadmisibilidad alegadas por la Administración demandada, imponiendo a 
ésta las COSlas causadas, de conformidad con lo previsto en el arto 139 LJCA. 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación 

FA LLO 

ESTIM AR el recurso contencioso-administrativo inlCrpucsto por el Letrado D. Francisco 
Rodríguez ferrer, actuando en nombre y representación de D. JUAN JOSÉ VALVERDE 
ROMERA, rrente al SERVIC IO ANDALUZ DE SALUD, representado y as istido por la Sra. 
Letrada del SAS, declarando no ser conforme a derecho la resolución impugnada, acordándose su 
nulidad y reconociendo el derecho del recurrente al rcconocimiento del nivel 11 de Cilrrera 
pro fes ional con los efectos económicos inherentes :t dich ll ca tegoría; todo ello con expresa 
imposición de costas a la Administración demandada. 

Not ifiquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que la misma NO es 
fiRME. y que. por tanto, podrán interponer contra la misma REC URSO DE APELACIÓN, ante 
cste mismo juzgado, en el plazo de los quince días siguientes a su notificación. 

Así por esta mi Sentencia, la pronuncia, manda y finn a, Dft
• Ana Fariñas Gómez, Magistrada 

Juez del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.o 3 de Almcría.- Doy fe. 

PUBLICAC IÓN.- Dando cumplimiento a lo dispuesto en el arto 212 de la L.E.Civil en relación con 
el art. 186 de la L.O.P.J., se ha hecho pública la anterior sentencia por el Iltmo. Sr. Magistrado-Juez 
que la dictó, en el mismo día de su fecha, llevándose certificación literal de la misma a los autos y 
quedando el original archivado en la Secretaría de este Juzgado. Doy fe. 
"En relación a los da/OS de carÓCler personal. sobre SlI confidencialidad y prohibición de Irllllsmisión o comunicación 
po/' cllalqllier medio o procedimiento. deberán ser Iralados exclusivamenfe para to:,·fine:.· propio:.' de la Administración 
de JlIsticia (ex Ley Orgánica /5/99. de / J de diciembre. de prorección de dOlOS de carácler personal)". 
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